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AMÉRICA LATINA. ¿TRES REFLEXIONES POSIBLES HACIA UN NUEVO MODELO DE DESARROLLO?

UNA PRIMERA REFLEXIÓN CULTURAL

 En el Caribe comenzó todo

-Venimos a hablaros de Dios y de la civilización... (Dice el conquistador Hernán Cortés al Jefe Azteca) 

- Está bien ¿Qué queréis saber? (le contesta Moctezuma)

El descubrimiento y  la colonización de América puede considerarse como el más profundo proceso de globalización de la historia porque cambió los referentes de tiempo y espacio de su época y permitió el encuentro de dos mundos totalmente diferentes; fue precisamente aquí, en el Caribe, donde se produjo, por primera vez, el enfrentamiento de estas dos cosmovisiones cuyas diferencias se resolverían a lo largo de los años a través de una revolución, que se gestó como una hidra de muchas cabezas  (Linebauch & Rediker, 2005) y un proceso de mestizaje que creó espacios de convivencia entre los actores y referentes culturales de dos orillas contrapuestas del Océano Atlántico  (Gruzinki, 2002). La hidra como el mestizaje nacieron en el Caribe a donde llegó el Almirante Colón confirmando, sin saberlo, la validez de las tesis de Copérnico sobre el carácter heliocéntrico del planeta; también arribaron los flujos de inmigrantes más grandes de la historia y se trasladó  la disputa religiosa que enfrentaba en Europa a Lutero, Erasmo y Felipe II;  desde estas playas antillanas que hoy acogen el Foro de Biarritz se lanzaron también los movimientos abolicionistas e independentistas que contagiaron todas las Américas (Maingot, 2001).

Los grandes pensadores posteriores al descubrimiento tuvieron que ver con el Caribe. Shakespeare se inspiró en el célebre naufragio del Sea Venture en el área de las Bermudas para escribir su obra magistral La Tempestad escudriñando el alma de los náufragos; Adam Smith y Karl Marx se ocuparon del modelo marítimo de globalización que tuvo su apogeo en la estructura de las plantaciones y Francisco Victoria y Fray Bartolomé de las Casas, al asumir la defensa de las “gentes” de esta parte del mundo sentaron las primeras bases del Derecho Internacional y el respeto de los Derechos Humanos como punto de partida en la tarea de construir un modelo de sociedad justo. Simón Bolívar se inspiró en Jamaica para escribir su célebre Carta de Jamaica, uno de los documentos políticos más importantes y visionarios de la historia de América Latina. 

Los barcos actuaron como el Internet de esta globalización, trayendo y llevando mensajes y protagonistas de un lado al otro del Océano Atlántico, dentro de la zona Caribe y a la parte continental de América. De España vinieron estos navíos cargados de curas, abogados y aventureros ambiciosos que venían atraídos por el oro, la canela y las indomables mujeres amazonas; los buques provenientes de Inglaterra traían además de  presos liberados, los hombres leñadores y las mujeres aguadoras que habían perdido sus posibilidades de trabajo cuando Cromwell decidió cercar todas las tierras de Inglaterra; también llegaron las víctimas de las leyes contra la vagancia de 1597 que elevaron la pobreza a condición de delito (Linebauch & Rediker, 2005).
La hidra de la violencia

En América los atribulados viajeros transatlánticos se encontraron con unas sociedades sin conflictos de propiedad privada ni lucha de clases; conocieron la palabra solidaridad y conjugaron el verbo convivir; cuando regresaron a Europa con sus relatos, algunos llegaron a pensar, como lo planteó Tomás Moro,  que no habían llegado a un paraíso sino a una utopía, la utopía de un “nuevo mundo”. Pocos nativos sabían que en esos mismos barcos llegarían más tarde miles de esclavos traídos de África, piratas buscapleitos, predicadores calvinistas partidarios del trabajo duro, curas católicos que confundían conquistar con evangelizar y pastores antinomistas que reivindicaban la existencia de un Dios justo; y que un poco más tarde vendrían cazadores de brujas y herejes y  empresarios capitalistas que fundarían miles de plantaciones de tabaco y de azúcar que muy pronto se convertirían en los primeros enclaves capitalistas en el nuevo mundo; en estas mismas factorías los ingenuos indios, acostumbrados a la explotación y uso comunal de sus tierras y riquezas, oirían y sentirían el significado de palabras como proletarios (los que engendran proles) y lumpen (harapos en alemán); varios años después, cuando la hidra de la revolución ya estaba grande y con muchas cabezas,  también escucharían hablar de ideas revolucionarias como habeas corpus, imposición con representación y libertad de comercio. En esas mismas naves llegarían los reclutadores forzosos de marineros para las armadas oficiales de los países que trasladaron a los mares sus disputas por la hegemonía europea. La llama  libertaria se prendió entonces en los puertos; empezó en Boston, siguió en Nueva York, contagió los puertos caribeños; el impuesto de timbre decretado para financiar la respuesta contra la insurrección, colocó la burguesía local a favor de los rebeldes. Los barcos comenzaron a operar entonces como símbolos de resistencia, trayendo y llevando agitadores e inconformes, mensajes de revueltas exitosas, vituallas para los esclavos libertos y  antorchas encendidas; también llevaban a bordo proclamas fundacionales y estandartes de victoria. Cartagena y Veracruz fueron los puertos por donde ingresaron el mayor número de esclavos hasta 1635  (Munera, 2011). Haití encabezó en 1791 la revuelta por la liberación de los negros, con quienes los padres fundadores de los Estados Unidos no quisieron liderar en medio de su revolución republicana para no granjearse la animadversión de los capitalistas sureños; dirigentes populares como Taki en Jamaica y Desalines y Olaudab Equiar en Haití, comenzaron a poner fin al esclavismo que Dubois denominó “el más extraordinario drama de los últimos mil años de la historia de la humanidad.” El debate en la Cámara de los Lores sobre la rebelión haitiana se concentró en rechazar la pretensión de los negros de confundir igualdad con promiscuidad y pretender, así, “vivir todos como cerdos”  (Linebauch & Rediker, 2005). Muy pocos en Europa vieron que tenían razón los predicadores americanos cuando acudieron al Profeta Isaías (Isaías, 42)  para concluir que el pueblo, que andaba en la oscuridad, había visto una gran luz, la luz de la independencia. Había triunfado la hidra de la revolución.

El proceso mágico del mestizaje

Mientras la violencia hacia lo suyo, la región vivía el proceso lento de un mestizaje que amalgamaba las diferencias de los dos mundos en una sola realidad sincrética; de esta manera fue tomando cuerpo y vida  una forma peculiar de cultura iberoamericana nacida más de un proceso de “hibridación” de raíces que de una sumatoria de ellas  (García Canclini, 1989). Este proceso inédito de amalgamiento intercultural comenzó en los barcos que traían tripulaciones integradas por marineros holandeses, ingleses y españoles, esclavos africanos y aventureros de todas partes;  la historia cuenta que en los pocos metros de espacio compartido durante penosos meses de navegación, los viajantes respetaban códigos básicos de convivencia y hablaban una jerga, origen del “inglés pidgin”, que combinaba el inglés náutico, el inglés macarrónico, el Zahir del mediterráneo y los dialectos tribales de los negros  (Linebauch & Rediker, 2005. 181); más tarde, descendientes de estos mismos tripulantes formaron los grupos que iniciaron la revolución en Norteamérica y que fueron conocidos en Inglaterra como las “cuadrillas variopintas” por el origen diverso y disímil de sus integrantes.

En América  se confundieron razas, religiones, provincias europeas, manifestaciones artísticas y conocimientos científicos a través de un proceso lento de encuentro entre dos cosmogonías de creencias, mitos y miedos que lograron  efectos milagrosos como conseguir  reencarnar la Diosa azteca Tonantzia en la propia Virgen de Guadalupe. Al comienzo, mientras faltó la comunicación,  todo fue caos y desencuentro; con el tiempo, cuando llegó la palabra compartida y  los hijos de los jefes indígenas aprendieron el español y los catecismos se publicaron en lenguas nativas, se produjo esta simbiosis que evitó muchas confrontaciones y enfrentamientos; surgieron los calígrafos indígenas que “pintaban” las letras del español con la misma preciosidad con que dibujaban sus pictogramas en las cavernas sagradas que fueron asimiladas a los nichos de las capillas de las iglesias recién levantadas  (Gruzinki, 2002);  la música monofónica conmovió porque tenía algo ver con los cantos gregorianos; la fábula como relato local fascinó en Europa y los manieristas incorporaron en sus cuadros plumas, papagayos, frutas y caras de esta otra orilla del universo, exótica y fascinante; el Papa Clemente VII de la época fue considerado por los sabios indígenas como un “cazador de mariposas” (almas)  que ellos relacionaban con el alma de sus propios héroes guerreros a quienes se imaginaban como hombres alados; los conquistadores, buscando el dorado, se encontraron con un mundo maravilloso lleno de nuevas plantas medicinales, proyecciones astrales y geometrías matemáticas en forma de pirámides que rompían la vieja linealidad europea. El proceso de hibridación demostró que no había, como luego sostendría Levi Strauss, distancias tan insalvables entre las culturas como entre las especies vivientes y que tenía razón Montaigne cuando afirmaba que un buen hombre es un hombre mezclado (Gruzinki, 2002). Criollos antillanos, mamelucos brasileños, españoles manchados en los Andes expresaron una nueva identidad, la identidad sincrética. El Concilio Mexicano de 1555 abordó con preocupación el peligroso tema de las “mezclas”: la hibridación les parecía subversiva así fuera como ya lo era “inevitable”; el renacimiento europeo y la civilización prehispánica se buscaron, se necesitaron, se reafirmaron dialécticamente. La interculturización no estuvo exenta de dificultades  siguiendo la regla de que los mestizajes no son nunca una panacea porque expresan combates que nunca tienen un ganador y que siempre vuelven a empezar aunque otorgan el privilegio de pertenecer a varios mundos en una sola vida  (Gruzinki, 2002). El proceso de mestizaje americano  permitió, al “fraguar” las diferencias en un solo molde, que lo que hubiera terminado siendo una verdadera cultura de la desaparición de lo nuestro por la acción de la violencia se convirtiera en una cultura de convivencia que permitió, con el apoyo de conceptos muy profundos de las civilizaciones locales como el de la solidaridad y el trabajo colectivo,  salvar los rasgos de lo que éramos y tendríamos que seguir siendo.

Un nuevo proyecto de identidad

La biblia señala que “un pueblo sin visión no prevalece”. America Latina necesita reconstruir esta visión de sí misma (la identidad como “mismidad” de que hablara Voltaire) para replantear su modelo de desarrollo. 

¿Qué somos de lo que fuimos?

¿Qué compartimos hoy?

¿Hacia dónde vamos?

En el Caribe existen hoy casi todas las grandes lenguas del mundo, casi todas las religiones, casi todas las variedades de la raza humana, todas las formas de gobierno experimentadas en las civilizaciones modernas; a pesar de su heterogeneidad, los países isleños del Caribe comparten historias parecidas y mantienen modelos de desarrollo similares. Sus diferencias, particularmente las económicas, también son profundas  (Munera, 2011). América Latina comparte rasgos históricos con el Caribe que fueron irradiados al continente en distintos momentos de su historos variopinta y pluralista.

En medio del cosmopolitismo cultural defensor del pensamiento único a nombre de una supuesta cultura universal con dueños propios, aun tenemos la posibilidad de hacer valer el interculturalismo que nos identifica y expresa a través de una generación de novelistas que demostraron que en América Latina el límite de la realidad no es la fantasía; de una música sincrética de ritmos universales que alegran el mundo; de series de telenovelas  a través de las cuales nos hemos convertido en  exportadores  de sentimientos o esa inédita habilidad para burlarnos de nosotros mismos a través del choteo y el mamagallismo  (Maingot, 2011).

Frente a estas expresiones vitales también sentimos los efectos negativos de una cultura de exclusión que ha segregado importantes minorías como los afrodescendientes, los indígenas y los migrantes; una cultura que discrimina en función de los persistentes niveles de desigualdad social que nos caracterizan como la región más injusta del mundo. La sumisión, la violencia y el movimientismo se han convertido en los mecanismos de escape de esta contracultura. No basta entonces con que hagamos el ejercicio, sugerido por Castells, de reconocernos a nosotros mismos en lo que nos une para que podamos alcanzar en la construcción de una visión compartida sobre nuestro futuro como la soñó en su momento, en Jamaica, Simón Bolívar y la buscaron en su quehacer libertario San Martín, José Martí, Hidalgo, Morelos y O' Higgins. También es preciso que hagamos un esfuerzo formidable en materia de inclusión social para integrar a las grandes masas de excluidos a un proyecto de futuro. Este desafío, el de la inclusión social, es el segundo eje de reflexión que proponemos para la tarea que hoy nos convoca en Santo Domingo.

UNA SEGUNDA REFLEXIÓN POLÍTICA

Inclusión social y legitimidad democrática

El pasado 11 de septiembre se cumplió el X aniversario de la expedición de la Carta Democrática aprobada por la Organización de Estados Americanos en Lima  (OEA, 2001), precisamente el mismo día en que caían las torres gemelas de Nueva York por la acción delirante de los terroristas del Al Qaeda. Y aunque la Carta representó un compromiso de todos los países, a instancias del gobierno del Presidente Alejandro Toledo, para defender sus democracias (Artículo1), se concentró específicamente en los aspectos capitulares del sistema democrático como el Estado de Derecho, la preservación de elecciones libres, la alternancia en el poder, la libertad de expresión y la libre asociación (Artículo 3). Otros temas relacionados con la legitimidad democrática, como la lucha contra la pobreza y la protección de los Derechos Humanos, recibieron un tratamiento más declarativo que efectivo en la redacción de la Carta (Artículo 8). El asunto que mereció mayor debate en la discusión del instrumento normativo fue el de la denominada “claúsula democrática” que estableció el procedimiento que permite a la OEA propiciar el restablecimiento de un gobierno democrático cuando ha sido interrumpido abruptamente su ejercicio (Artículo 17).

Si asumimos que la democracia consiste en la elección popular de los gobernantes (democracia de origen); en la forma transparente de gobernar de cara a la ciudadanía (democracia de ejercicio) y en hacerlo persiguiendo el mayor beneficio social para los gobernados (democracia de objetivos), está claro, de nuevo, que la Carta Democrática se concentró más en la defensa de la democracia formal que en la definición de los compromisos sociales que podrían conseguir que una democracia sea más legítima y, por ende, más gobernable. 

En los últimos diez años se han venido produciendo en América Latina movimientos desestabilizadores de su entorno democrático como consecuencia de explosiones de descontento social que se han traducido en la realización de múltiples paros cívicos, huelgas, movilizaciones campesinas e indígenas como parte de una democracia callejera y contestaria; la ola de protestas puso de relieve la crisis del sistema tradicional representativo (Partidos, Congresos y Gobiernos presidencialistas) que gobernaba la región hasta finales del pasado siglo. Estas expresiones de inconformidad con los sistemas políticos, confirmadas en las encuestas de opinión, han terminado por comprometer, seriamente,  las condiciones de la gobernabilidad de la región, entendida ésta última como la capacidad que tienen los gobiernos elegidos democráticamente para dar órdenes y la disponibilidad de los ciudadanos para aceptarlas y darles cumplimiento. La “disponibilidad” de los ciudadanos para aceptar lo que mandan los gobiernos nos remite, de nuevo, a la inexistencia de un modelo social de desarrollo que legitime, a través de programas para reducir la desigualdad y la exclusión sociale, el compromiso de electores y elegidos para vivir en democracia. 

El modelo social de desarrollo

El debate social en América Latina giró durante muchos años alrededor de la  lucha contra la pobreza; la realidad hoy, varias décadas después de comenzar la preocupación por el tema, es que  existen menos pobres en la región y han mejorado indicadores como la mortalidad infantil, el alfabetismo, la escolaridad y la nutrición, pero no se ha conseguido superar los altos índices de desigualdad que caracterizan la región como la más injusta del planeta; el crecimiento sostenido pero no incluyente ha comenzado a pasar su cuenta de cobro a las posibilidades de gobernabilidad hemisférica  (Lopez Montaño, 2011).

Durante varios años América Latina permaneció deslumbrada por el espejismo de que si había más mercado habría más democracia; hoy, después de traumáticas experiencias, la región  enfrenta el dilema de definir “cuánto mercado” son capaces de soportar sus democracias y cuál debe ser el nuevo papel del Estado latinoamericano para no comprometer su legitimidad política. Algunos  han propuesto la posibilidad de establecer una Economía Social de Mercado como la que permitió a Alemania, pasada la guerra, renacer de sus propias cenizas y levantarse  (Casilda Bejar, 2008). Por eso está bien que las nuevas políticas sociales latinoamericanas, concentradas durante mucho tiempo en la ampliación de la oferta social de bienes y servicios, más camas en los hospitales, más pupitres en las escuelas, más acueductos en las viviendas, se reorienten hacia el mejoramiento estructural de la distribución del ingreso a través de un mejor reparto fiscal de las cargas contributivas mediante la imposición de más impuestos progresivos y más inversión social pública; a través de la generación de nuevos empleos productivos y la afectación del patrimonio productivo social  representado por las tierras, el capital, la tecnología, la infraestructura social y la conectividad como nuevos elementos de la apuesta competitiva internacional. Para dar este “salto social” es preciso empezar por reconocer que ni la universalización de las políticas sociales tradicionales ni los programas de focalización social han conseguido durante los últimos años acabar con los profundos niveles de desigualdad social y geográfica que caracterizan América Latina y que siguen colocando en duda la propia legitimidad de sus sistemas políticos.

Políticas macroeconómicas regresivas y mecanismos de reproducción de desigualdades
El impacto redistributivo de estas políticas se ha visto neutralizado, además,  por la aplicación de medidas macroeconómicas regresivas que han aumentado los impuestos indirectos, recortado inversiones sociales para enjugar déficits fiscales y sostenido tasas de cambio sobrevaluadas que han deprimido las exportaciones no tradicionales. Dicho de una manera pedagógica: lo que se ha conseguido con la mano de los programas sociales se ha borrado con el codo de una macroeconomía que gira en torno a prioridades distintas. El divorcio entre las políticas sociales y las económicas ha sido una de las mayores dificultades encontradas en el camino de consolidar un modelo social hemisférico. Hacia el futuro, algunas experiencias exitosas en el desarrollo de programas selectivos de focalización que no pierdan de vista el objetivo central de universalización  (Lopez Montaño, 2011), deberán acompañarse de reformas que permitan reversar  sistemas de “reproducción de la desigualdad” que hoy están ocasionando el empobrecimiento de amplios sectores de población desprotegidos.
La discriminación educativa es uno de estos mecanismos perversos; las diferencias de calidad educativa entre distintos estratos  perpetúan  desigualdades de origen social que también se relacionan con condiciones nutricionales deficientes en la primera infancia. El fenómeno de la proletarización de la clase media, muy propio de América Latina, constituye un buen ejemplo de los resultados de una política de educación discriminante; el nivel educativo que requieren los jóvenes latinoamericanos para devengar el mismo salario de sus padres hace veinte años es dos o tres veces superior al que estos últimos tenían entonces; es decir, estudian más para ganar lo mismo. 
El tratamiento excluyente de la mujer latinoamericana es otro ejemplo sobresaliente de este problema de la desigualdad social. Entre las “tareas pendientes” que tiene el continente, como la de cerrar la persistente diferencia campo-ciudad, reducir las asimetrías regionales o superar la nueva brecha digital, está la reivindicación de la equidad de género; la mujer aparece en todos los indicadores como la más desprotegida en lo social, peor remunerada en lo económico  y  la más afectada por la violencia.

Durante las últimas décadas la mujer latinoamericana consiguió emular con los hombres en  niveles de escolaridad y participación en el mercado de trabajo; este proceso masivo de incorporación no estuvo correspondido, lamentablemente, por un reconocimiento salarial equivalente de sus capacidades; por una mayor atención de la población preescolar o un cambio de roles culturales que aliviara su doble condición de mujer trabajadora de día y madre de noche. El trabajo de Cecilia López para este Foro destaca la importancia de valorar este aporte de la mujer dentro de lo que se ha denominado la “economía del cuidado” que refleja la importancia económica del trabajo oculto de las mujeres latinoamericanas, un planteamiento novedoso de inclusión social para ser tenido en cuenta en la nueva agenda social hemisférica.

El dilema inclusión-exclusión  

El nuevo concepto inclusión-exclusión ha reemplazado el viejo dilema pobreza-riqueza; una sociedad incluyente es una sociedad por definición democrática, moderna y sostenible. La inclusión conjuga la satisfacción de las necesidades con la existencia de formas de participación y canales de movilidad social para acceder, a través del poder, a las soluciones de ellas (Sen, 2006); así se consigue  pasar de una sociedad de electores-necesitados a una de ciudadanos-participativos que reclaman sus derechos. Pasar de una democracia recortada a otra basada en los  derechos supone  la superación de la crisis de representatividad política, la neutralización de los poderes fácticos, el desarrollo de consensos que integren a la sociedad civil –entendida como el conjunto de iniciativas, públicas y privadas, orientadas por el bien común– a los procesos políticos y la readecuación del Estado para colocarlo al servicio de las mayorías sociales mediante la ejecución de proyectos que lo legitimen  (OEA & PNUD, 2010). Lo que se busca es rescatar la idea del Estado-bienestar a partir de una nueva noción de lo que es la ciudadanía.
El buen gobierno a través de procesos de rendición de cuentas, garantías para el ejercicio de la oposición y transparencia en todas las actuaciones administrativas también forma parte de la reingeniería del Estado que se necesita. El nuevo Estado latinoamericano debe reducir los excesos del presidencialismo y regresar por los fueros del balance de poderes y el contrapeso de los mismos; hasta hace pocos años, nadie dudaba sobre la imposibilidad de que pudieran volver a ocurrir en el hemisferio golpes de estado militares como el que sucedió en Honduras. Aceptando el carácter excepcional de este último, tenemos que reconocer que se están presentando en la región “golpes de estado pasivos” derivados de  cooptaciones de los poderes ejecutivos por parte de  poderes fácticos, desestabilizaciones institucionales como consecuencia de movimientos sociales de presencia masiva  y  actitudes omisivas de militares y policías frente a  crecientes amenazas de inseguridad privada y colectiva. La respuesta a este desafío no debe ser más sino menos presidencialismo y más acción de las otras ramas del Poder Público, particularmente de la justicia; así mismo, talvez haya llegado la hora de hacer la única reforma política que podría asegurar la gobernabilidad sostenible en América Latina: la introducción de un régimen semiparlamentario que separe de manera conveniente las funciones de Estado de las de gobierno; que fortalezca los partidos alejándolos de las tentaciones clientelistas y sirva para manejar las crisis políticas mediante la utilización de instrumentos como la disolución de los parlamentos, el voto de censura constructivo y la anticipación de elecciones.
UNA TERCERA REFLEXION ECONÓMICA

¿Es posible un nuevo modelo de desarrollo económico? 

América Latina ha dejado de ser una región-problema para convertirse en una región-solución; podría, según algunos, inclusive, llegar a convertirse en una región de esperanza (Luis Alberto Moreno, presidente del Banco Interamericano de Desarrollo BID). Aunque la crisis norteamericana de las hipotecas de segundo grado y los papeles basura afectó parcialmente los flujos de comercio de la región con los Estados Unidos, su efecto no fue tan contundente; tampoco ha sido tan duro el impacto de la crisis europea producida más por la incapacidad de sus líderes para mantener el euro que por las mismas circunstancias;  la aparente unidad económica de los países socios de la Unión Europea escondía unos preocupantes niveles de fragmentación política que aun no se encuentran resueltos (Edgar Moré). América Latina ha mantenido unos niveles aceptables de crecimiento, en medio de la crisis, gracias a la demanda china de bienes primarios y minerales; el aumento del comercio dentro de la misma región; el fortalecimiento de su portafolio de inversión incrementado por la expansión de las empresas “multilatinas” (compañías latinoamericanas  como Petrobras, PDVSA, Cemex, Telmex, Bimbo, Falabella) y la evidente solidez de sus sistemas bancarios que estaban preparados para sortear la turbulencia, respaldados por una importante acumulación de reservas y el desarrollo de un mercado muy importante de bonos de deuda pública  (Ocampo, 2011). Esta fortaleza, paradójicamente, también ha servido para exponer las debilidades del modelo de desarrollo regional en materia de competitividad internacional y equidad social. Esta última tiene que ver con factores estructurales relacionados con la exclusión social y con el papel que han venido jugando las políticas económicas aplicadas por los Bancos Centrales, concentrados en la contención de la inflación y la reducción de los déficits fiscales; dichas políticas, son “neutras” en términos sociales porque no afectan variables reales como la producción de alimentos o el empleo y operan cíclicamente: profundizan las recesiones en tiempos de escasez y derrochan las bonanzas cuando llega la abundancia; con razón señala José Antonio Ocampo que los latinoamericanos no hemos aprendido todavía a manejar los tiempos de escasez sino las épocas de bonanza. A esta dificultad se añade la tendencia histórica  a aumentar los impuestos indirectos, que son regresivos socialmente, en medio de un entorno contributivo caracterizado por una alta evasión y  escasa tributación directa: los impuestos directos respecto a los ingresos tributarios pesan de 36.9% en los países de la OECD a 17.7% en América Latina  (OEA & PNUD, 2010). No es de extrañar entonces que el impacto positivo de las finanzas públicas sobre el coeficiente de GINI –que mide los niveles de distribución del ingreso– sea de quince puntos después del pago de impuestos en los países de la OECD y de apenas tres puntos en América Latina  (OEA & PNUD, 2010). América Latina bien puede llegar a vivir la contradicción que está sufriendo en este momento el Presidente Obama en los Estados Unidos de quedarse con el pecado de los recortes del gasto público social para reducir los niveles de déficit y deuda pública y sin el género de la aprobación de mayores contribuciones de los sectores más ricos a través de una mayor contribución directa. Como bien señaló el Premio Nobel Paul Krugman, el Presidente Obama se rindió: en lugar de enfrentar el chantaje republicano en el Congreso, aceptó todas sus exigencias con lo cual evitó una crisis en el largo plazo pero sembró las semillas de una gran catástrofe hacia el futuro  (Revista Semana, 2011).
Además del efecto de medidas internacionales como la emisión de bonos europeos, la conversión paulatina de los derechos de giro en una moneda única vacunada contra los vaivenes políticos y el aumento de los impuestos a los estratos altos (Ocampo, 2011), América Latina podría aprovechar esta coyuntura en su propio beneficio si consigue aumentar sus niveles de tributación sobre patrimonio y renta, fortalecer el mercado interno regional, aprovechar el momento de buenos precios internacionales de bienes primarios, corregir la sobrevaluación de su tasa de cambio y consigue definir una estrategia de “desarrollo productivo con equidad” basada en la productividad sectorial y los encadenamientos productivos virtuosos (Ocampo, 2011). Esta nueva estrategia, base de un nuevo modelo, debe partir de una “agenda regional de competitividad”  para ponerse al día en materia de infraestructura para el crecimiento, ciencia y  tecnología, capacitación técnica, ahorro y conectividad  (Samper, 2004) y una “agenda social para la equidad” que le permita enfrentar el desafío de reducir las asimetrías sociales y geográficas que hoy la identifican como la región más injusta del planeta. Para esta última tarea se precisan nuevas estrategias redistributivas relacionadas con la afectación de activos productivos (tierras, capitales, empresas), activos sociales (viviendas, acueductos), cadenas de seguridad alimentaria, políticas focalizadas para conseguir metas universales en educación y salud pública y una nueva fiscalidad como se ha explicado anteriormente  (Toledo, 2009).
¿Por qué fracasó el ALCA como propuesta de modelo americano?  
La Cumbre de las Américas, celebrada en la ciudad de Miami en 1992 por auspiciosa convocatoria del gobierno de los Estados Unidos, planteó la necesidad de conseguir una integración de las “tres Américas” en un solo bloque de integración que se pudiera oponer, como tal, a los bloques europeo y asiático cuya consolidación avanzaba a pasos de gigante. Tan generosa convocatoria no se limitaba a la celebración, bienvenida, de un gran tratado de libre comercio para crear el gran mercado común americano con una potencialidad de expansión que superaba los doce trillones de dólares en comercio; además, planteaba una serie de posibilidades de integración en otros campos, como el político, que apuntaban a la consolidación de una verdadera comunidad americana frente al mundo. Hoy, después de veinte años del encuentro de Miami, la situación de la región como realidad de integración es preocupante (Botafogo Goncalves, 2011). La ambiciosa propuesta de Miami quedó reducida a un archipiélago de tratados bilaterales y subregionales de libre comercio que afectaron, de manera perversa, la dinámica y unidad de los procesos de integración que estaban en curso como la Comunidad Andina, MERCOSUR y la Integración Centroamericana y del Caribe. Los temas que “interesaban” a la región como la reducción de los subsidios agrícolas a la producción concedidos en Norteamérica, la regularización de la libre circulación de los migrantes, la reducción de las asimetrías geográficas y sociales mediante la aplicación de apoyos financieros como los previstos en los fondos de cohesión Europea, la protección de los derechos de propiedad de los países amazónicos sobre una biodiversidad que contiene la mitad de las reservas genéticas del planeta, no formaron parte de las nuevas negociaciones hemisféricas (Samper, 2004). Por lamentable que parezca, ésta nueva generación de tratados de integración, sometidos todos ellos a un  formato único, ha estado inspirado por el mismo perverso objetivo buscado por las reformas contenidas en el viejo Consenso de Washington de “reorganizar” la economía regional en función de la protección de unos intereses estratégicos de Norteamérica. No es de extrañar entonces que el impacto producido por estos tratados haya variado según el tamaño de cada país y el peso específico de su relación con los Estados Unidos. 
Como consecuencia de lo anterior, la región quedó, desde el comienzo del proceso, dividida en dos modelos de desarrollo: el modelo de “Panamá hacia el norte”, caracterizado por la producción semi-manufacturera, la maquila y la dependencia de los ciclos económicos de Canadá y Estados Unidos y el modelo de “Panamá hacia el sur”, el tradicional paradigma extractivista suramericano,  caracterizado por la exportación de productos primarios, materias primas, alimentos, minerales y derivados energéticos con un relacionamiento comercial repartido entre Estados Unidos, Europa y el Pacífico. Muy pronto se ha hecho evidente que las condiciones liberalizantes contenidas en los nuevos tratados, como el desarme arancelario, la libre circulación de capitales, la eliminación de restricciones de la inversión foránea, afectó las economías de los distintos países en proporciones disparatadas (Botafogo Goncalves, 2011). México se concentró en jugar dentro de las reglas del NAFTA pactadas con Canadá y los Estados Unidos; Brasil se resistió a hacer concesiones en materia de propiedad intelectual mientras no se resolviera el tema de los subsidios agropecuarios norteamericanos; la solución salomónica fue llevar los dos desacuerdos a resolución en los escenarios multilaterales de la Organización Mundial del Comercio (OMC) y la Organización Mundial de Propiedad Intelectual (OMPI); Chile construyó su “rancho aparte”; Perú y Colombia  decidieron privilegiar la relación con los Estados Unidos por encima de sus compromisos andinos lo cual ocasionó la salida de Venezuela de la Comunidad Andina y, en la práctica, el final del proceso; los países centroamericanos ingresaron, con algunas dificultades políticas, a la propuesta de libre comercio pero fragmentados geográficamente. En el Caribe se alcanzó a perfilar una especie de “tercer modelo” que remplazando la tradicional “economía de postre” (producción de azúcar, ron y tabaco), se ha propuesto fortalecer una “economía de servicios” integrada por servicios financieros, enlaces de comunicaciones y flujos turísticos (Leonel Fernández, 2011).
Frente a esta lánguida historia reciente, las posibilidades de llegar a consolidar un nuevo paradigma de desarrollo que identifique la región en torno a unos objetivos e instrumentos compartidos de crecimiento con equidad depende de la forma como se resuelva lo que parece ser el más reciente y grave dilema político que confronta la región, surgido de su propia evolución en direcciones aparentemente distintas en su origen e implicaciones ideológicas: ¿CÓMO CONVIVIR CON DOS MODELOS DISTINTOS EN UNA MISMA REGIÓN?

Dos modelos, una sola región
La aplicación del denominado Consenso de Washington, que inspiró las políticas económicas de las dos últimas décadas del siglo pasado, mostró muy pobres resultados en materia de crecimiento, equidad y estabilidad (Ocampo, 2011); su rechazo consiguió despertar una conciencia social en la región que buscaba enfrentar de una manera más directa la reducción de la brecha social abierta con la aplicación de las recetas fiscalistas del Consenso. Los intentos, tardíos, de los autores de la política (Williamson) por  poner en marcha una “segunda generación” de reformas para reparar los daños ocasionados por la primera generación de ellas, no bastaron para detener el proceso de empobrecimiento que caracterizó la dinámica social de la región durante la última década. 
La “nueva conciencia social” se extendió por la región buscando relegitimar socialmente los decaídos sistemas políticos, contrarrestar la ola de protestas populares (piqueteros en Argentina, “sin tierra” en Brasil, indígenas en Ecuador, cocaleros en Bolivia, desplazados por la violencia en Colombia, zapatistas en México) y responder a las exigencias planteadas en las Metas Sociales para el milenio  proclamadas por las Naciones Unidas. La mayoría de los países respondieron al desafío social a través de ambiciosos proyectos de focalización en materia de educación, vivienda y alimentos; la creación de redes de solidaridad social; aumentos de salarios; subsidios para los sectores excluidos e intervenciones directas en la propiedad privada para asegurar su función social.

Como consecuencia de todos estos esfuerzos, la región pudo mostrar, en la primera década de este siglo, resultados importantes en la reducción de sus niveles de pobreza (del 44% en el 2002 al 33% en el 2008 según José Antonio Ocampo) aunque los índices de desigualdad relativa se mantuvieron.
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Gráfica I. Pobreza en países de América Latina

Argentina

Bolivia

Brasil

Chile

Colombia

Ecuador

México

Paraguay

Perú

Venezuela

Fuente: CEPAL. 

a

. Chile, Perú (2003) Ecuador,

Paraguay (2004) Uruguay (2007) 

b

. B

olivia (2007) México, Venezuela (2008).


Dentro de un  entorno favorable de mejoramiento económico algunos países inclusive llegaron a adquirir la condición de economías emergentes; las sensibles diferencias entre países y sectores sociales dentro de ellos se mantuvieron. Los más importantes avances conseguidos en este tiempo en la reducción de la desigualdad aparecen reflejados en el comportamiento de los índices de GINI sobre distribución del ingreso; entre los años 2002 y 2009; estos últimos disminuyeron en Argentina (0.58 a 0.51), Bolivia (0.61 a 0.57), Brasil (0.63 a 0.58) y Venezuela (0.50 a 0.41).
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Gráfica II. Índice de GINI en América Latina
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Lo que estos resultados demuestran es que los modelos puestos en marcha durante el presente siglo para mejorar las condiciones sociales de Latinoamérica, sin tener en cuenta su signo ideológico, están consiguiendo “doblar la página” dolorosa que en materia social nos dejó el desprestigiado Consenso de Washington.

La satanización, propia de finales del siglo, entre neoliberales vergonzantes y populistas sinvergüenzas fue desplazada, al comenzar el milenio, por un claro enfrentamiento entre modelos de izquierda o derecha. Las mayores distancias entre unos y otros se marcaron por factores tradicionales como el grado de dependencia de los Estados Unidos, la utilización de instrumentos capitalistas para la consecución de metas sociales y el rol asignado al Estado en la consecución  de las mismas. El Profesor Abraham Lowenthal  en el documento preparado para este Foro sostiene que estas diferencias entre países, dentro del hemisferio y con los Estados Unidos, no deberían preocuparnos demasiado; señala que desde cuando el Caribe fue el epicentro de muchos acontecimientos históricos ya éramos “diferentes”; diferentes en herencias históricas, en niveles de desarrollo y en instituciones políticas. 

Consecuente con su apreciación, Lowenthal propone cinco referentes que servirían para saber si estamos cerca o lejos de entendernos alrededor de un nuevo proyecto político común:

i) El nivel de interdependencia con los Estados Unidos;
ii) El nivel de apertura a la competencia internacional;
iii) El nivel de incorporación de las poblaciones excluidas;
iv) El nivel de la capacidad de respuesta de los sistemas políticos;
v) El nivel de gobernabilidad democrática en materias como separación de poderes, contrapesos, rendición de cuentas y el papel atribuido a la ley y la justicia. 
El Profesor concluye que siguiendo estos criterios, los países podrían ser clasificados en “grupos o clusters” y termina concluyendo, sentenciosamente, que con excepción de Argentina y Chile, todos los demás países del continente responden a referentes históricos e idiosincrasias que no permitirían considerarlos como “europeos” en el sentido estricto de la palabra.

Esta profundización del modelo social se ha producido en el entorno de una crisis del sistema representativo tradicional (Partidos-Congreso-Poderes Ejecutivos) que ha evidenciado la incapacidad de respuesta de los partidos tradicionales a las exigencias sociales planteadas por grupos excluidos por cuenta de una dinámica económica egoísta. Las encuestas sobre credibilidad de los sistemas políticos demuestran la pérdida sistemática de credibilidad de los ciudadanos en aquellas instituciones que podrían ellos precisamente cambiar con el ejercicio de su derecho al voto, como consecuencia de esta crisis de los partidos, que es también la crisis de la política que están haciendo hoy los jueces, las organizaciones no gubernamentales, los poderes fácticos, los académicos. La solución de esta crisis de representatividad, como se propuso en el pasado Foro de Biarritz, sólo podrá corregirse de manera permanente a través de la adopción de un sistema semiparlamentarista que recupere el protagonismos institucional de los Partidos y permita apelar a salidas institucionales (convocatoria anticipada de elecciones, voto de censura constructivo, disolución de parlamentos)  para la solución de crisis políticas.

Es un hecho evidente que dentro de la región se están hoy perfilando dos modelos de desarrollo que siguen dos caminos ideológicos distintos; sin llegar a la división tajante que caracterizó la guerra fría después de la segunda guerra mundial -cuando se enfrentaron los modelos del comunismo y el capitalismo- la “guerra fría de baja intensidad” que se vive hoy en Latinoamérica obedece al desarrollo de políticas capitalistas que persiguen fines socialistas y la aplicación de remedios socialistas para moderar los excesos del capitalismo (Lowenthal, 2011); para fortalecer o responder a este “momento ideológico” la región ha lanzado una serie de foros políticos como el de UNASUR, el Alba, el Mecanismo de Concertación de Tuxtla (Belice, Colombia, Costa Rica, Salvador, Guatemala, Honduras, México, Nicaragua, Panamá y República Dominicana) e inclusive el denominado Eje Pacífico que reúne a México, Colombia, Perú y Chile que en muchas partes están apareciendo como verdaderos “bloques de resistencia”  (Rojas Aravena & al, 2011) al lado de otros frentes de integración como el Sistema de Integración Centroamericano, la Comunidad de Estados Centroamericanos y del Caribe y  la Comunidad Sudamericana de Naciones. 

Si algo tiene en común esta nueva generación de  escenarios de encuentro regional es que recoge la filosofía del Grupo de Rio (1986) de afianzar una comunidad americana y del Caribe que marque distancias convenientes con la agenda norteamericana hacia esta parte del mundo. Lamentablemente esta pretensión se ha visto reforzada en los últimos años por el incumplimiento de las promesas hechas a la región por el Presidente Obama durante su campaña; temas tan sensibles como el buen trato a los migrantes latinoamericanos, la solución del bloqueo de Cuba, la consolidación de la región como una zona de paz  o el desarrollo de una política de relacionamiento de “geometría variable” que respetara las diferencias sociales y geográficas fueron postergados para abrir espacio a otras prioridades internacionales. Lo único que no podría llegar a sucedernos es que este sano distanciamiento de las conocidas pretensiones hegemónicas de la política norteamericana se vea sustituido por las pretensiones hegemónicas regionales de algunos países dentro del área que ya comienzan a jugar en las ligas de los pesados medianos mundiales.

La “repolitización” de las relaciones internacionales parece resultar tan conveniente como contraproducente la “ideologización” de las mismas. Sin renunciar cada gobierno a sus principios y convicciones, el tema ideológico no debería contaminar las relaciones regionales ni mucho menos servir de excusa para evadir o agravar situaciones conflictivas. Si, como lo demuestra la experiencia reciente, ideologizaciones de la región están fortaleciendo sus relaciones económicas con la China que “piensa distinto” ¿por qué no seguir la misma conducta cuando se trata de vecinos que piensen lo mismo? Someter a condiciones ideológicas  las relaciones externas entre países amigos o vecinos es como reclamar a los jugadores de un equipo de futbol por no aplicar en su juego las reglas del baloncesto. 

Desideologizar y repolitizar el debate público para poder construir una visión con “sentido estratégico”  (Rojas Aravena & et al, 2011) que sirva de fundamento a un nuevo modelo, es la consigna del momento.

La estrategia política que podría  abrir camino a un nuevo modelo que nos identifique en un nuevo proyecto de región sin renunciar a nuestras diferencias, podría ser la de acordar “campos amigables” para ponernos de acuerdo y luego sí, “construir la confianza” necesaria para abordar los temas contenciosos que nos dividen. Se trataría de ponernos de acuerdo sobre unos “mínimos” como el respeto de los Derechos Humanos, la inclusión social y el relacionamiento multilateral con el mundo; coincidir, igualmente, en acuerdos prácticos en materia de competitividad internacional y una  política de seguridad hemisférica que incluya temas como la lucha contra el narcotráfico a partir de una visión económica del problema de las drogas tal y como se propone en este Foro  (Samper, 2011); iniciativas concretas en materia de protección de la biodiversidad hemisférica e instrumentos sociales, como los fondos de cohesión europeos, que “financien” la reducción de nuestras diferencias. Estos avances, sumados a un  relacionamiento más flexible y pragmático con los Estados Unidos (Lowenthal et al, 2010) nos permitiría  sentarnos a debatir nuestras diferencias con muchas más probabilidades de resolverlas.

Así y sólo así podríamos avanzar en la definición de un nuevo modelo de desarrollo como el que se abrió paso desde este mágico sitio de Santo Domingo cuando piratas, esclavos, marineros, románticos, visionarios, libertos, intelectuales y soñadores lanzaron desde el Caribe el proyecto de independencia.

                               oooooooooooooooooooooooo
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